
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE MAYAGÜEZ Y UTUADO 
PANEL XI 

 
EL PUEBLO DE  
PUERTO RICO 

Peticionario 
 

v. 
 

GUSTAVO  
MALAVÉ VÉLEZ 

Recurrido  

 
 
 
 

KLCE201601483 

Certiorari procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 
Mayagüez  
 
Crim. Núm.:  
ISCR201201551al 56 
 
Sobre: Art. 224CP y otros 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán, el Juez 
Piñero González1 y la Juez Ortiz Flores  
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 11 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el Pueblo de Puerto 

Rico (peticionario), por conducto de la Oficina de la Procuradora General, 

y nos solicita que revisemos una Resolución y Orden emitida el 13 de julio 

de 2016 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez (TPI). 

Mediante dicho dictamen, el foro recurrido declaró no ha lugar una 

solicitud de determinación de causa probable para creer que el señor 

Gustavo Malavé Vélez (recurrido, Sr. Malavé Vélez) violó las condiciones 

de su probatoria y para que se iniciara el trámite de su revocación final. 

 Adelantamos que se expide el auto de certiorari y se revoca el 

dictamen recurrido.  

I 

El Ministerio Público presentó contra el Sr. Malavé Vélez, por 

hechos ocurridos entre el 25 de agosto de 2006 al 26 de noviembre de 

2007 en Mayagüez, Puerto Rico, las siguientes acusaciones: 

1. Art. 224 (4to grado) del Código Penal de 2004 
(Caso criminal número ISCR201201551)  
 
GUSTAVO E. MALAVE VELEZ, ella en o para las 
fechas de 25 de agosto de 2006 al 26 de noviembre 
de 2007 y en Mayagüez Puerto Rico, que forma parte 
de la jurisdicción del Tribunal de Primera Instancia, 

                                                 
1
 Conforme a lo dispuesto en la Orden Administrativa Núm. TA-2016-198 del 11 de 

agosto de 2016, el Juez Piñero González fue designado miembro del panel en 
sustitución de la Juez Birriel Cardona.  
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Sala de Mayagüez, ilegal, voluntaria y criminalmente 
y con intención de defraudar a la Federación de 
Asociaciones Pecuarias de Puerto Rico circuló y/o 
paso como genuinos o verdaderos ochentaiun 
(sic) (81) recibos de pago a sabiendas de que los 
mismos eran alterados y/o falsificados consistente en 
que mientras GUSTAVO E. MALAVE VELEZ se 
desempeñaba como vendedor para la Federación 
de Asociaciones Pecuarias de Puerto Rico retuvo 
ilegalmente dinero que cobraba a sus clientes y 
no lo depositaba en la cuenta bancaria de su 
patrono, apropiándose así ilegalmente dinero que 
cobraba a sus clientes y no lo depositaba en la 
cuenta bancaria de su patrono, apropiándose así 
ilegalmente de aproximadamente de $585,493.86 o 
una cantidad mayor de $1,000.00 que le fueran 
entregados a la mano producto de los pagos 
efectuados por distintas casas agrícolas y 
vaquerías a través de la isla para el saldo de sus 
respectivas deudas con la Federación de 
Asociaciones Pecuarias. Para encubrir sus 
acciones fraudulentas, GUSTAVO E. MALAVE 
VELEZ, entre otras, adjudicaba parte de los pagos 
recibidos a clientes distintos y por cantidades 
diferentes a las realmente recibidas al alterar y/o  
falsificar ochentaiun (sic) (81) recibos de pago que 
entregó a la Federación de Asociaciones Pecuarias 
como evidencia de los presuntos pagos recibidos por 
sus clientes cuando efectuaba los depósitos 
correspondientes.  

 
2. Art. 193 (3er grado) del Código Penal de 2004 

(Caso criminal número ISCR201201552)  
 
El referido acusado, GUSTAVO E. MALAVE VELEZ, 
allá para las fechas del 25 de agosto de 2006 al 26 
de noviembre de 2007 y en Mayagüez Puerto Rico, 
que forma parte de la jurisdicción del Tribunal de 
Primera Instancia, Sala de Mayagüez, ilegal, 
voluntaria, intencional, y criminalmente, se apropió 
sin violencia ni intimidación de aproximadamente 
$585,493.86 o una cantidad mayor de $1,000.00 
pertenecientes a la Federación de Asociaciones 
Pecuarias de Puerto Rico. Consistente en que 
mientras GUSTAVO E. MALAVE VELEZ se 
desempeñaba como vendedor para la Federación 
de Asociaciones Pecuarias de Puerto Rico retuvo 
ilegalmente dinero que cobraba a sus clientes y 
no lo depositaba en la cuenta bancaria de su 
patrono, apropiándose así ilegalmente de 
aproximadamente $585,493.86 o una cantidad 
mayor de $1,000.00 que le fueran entregados a la 
mano producto de los pagos efectuados por 
distintas casas agrícolas y vaquerías a través de 
la isla para el saldo de sus respectivas deudas 
con la Federación de Asociaciones Pecuarias.  

 
3. Art. 210 B (4to grado) del Código Penal de 2004 

(Caso criminal número ISCR201201553)  
 
El referido acusado, GUSTAVO E. MALAVE VELEZ, 
allá para las fechas del 25 de agosto de 2006 al 26 
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de noviembre de 2007 y en Mayagüez Puerto Rico, 
que forma parte de la jurisdicción del Tribunal de 
Primera Instancia, Sala de Mayagüez, ilegal, 
voluntaria, intencional y fraudulentamente realizó 
actos que privaron o afectaron  los derechos o 
intereses patrimoniales de la Federación de 
Asociaciones Pecuarias de Puerto Rico sobre 
aproximadamente $585,493.86 o una cantidad 
mayor de $1,000.00 en prejuicio de estos. 
Consistente en que mientras GUSTAVO E. 
MALAVE VELEZ se desempeñaba como vendedor 
para la Federación de Asociaciones Pecuarias de 
Puerto Rico retuvo ilegalmente dinero que 
cobraba a sus clientes y no lo depositaba en la 
cuenta bancaria de su patrono, apropiándose así 
ilegalmente de $585,493.86 que le fueran 
entregados a la mano producto de los pagos 
efectuados por distintas casas agrícolas y 
vaquerías a través de la isla para el saldo de sus 
respectivas deudas con la Federación de 
Asociaciones Pecuarias. Para encubrir sus 
acciones fraudulentas, GUSTAVO E. MALAVE 
VELEZ, entre otras, adjudicaba parte de los pagos 
recibidos a clientes distintos y por cantidades 
diferentes a las realmente recibidas al alterar y/o 
falsificar los recibos de pago que entregó a la 
Federación de Asociaciones Pecuarias como 
evidencia de los presuntos pagos recibidos por sus 
clientes cuando efectuaban los depósitos 
correspondientes.  

 
4. Art. 218  (4to grado)  del Código Penal de 2004  

(Caso criminal número ISCR201201554)  
 
El referido acusado, GUSTAVO E. MALAVE VELEZ, 
allá en o para las fechas del 25 de agosto de 2006 al 
26 de noviembre de 2007 y en Mayagüez Puerto 
Rico, que forma parte de la jurisdicción del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala de Mayagüez, ilegal, 
voluntaria y criminalmente y con intención de 
defraudar a la Federación de Asociaciones Pecuarias 
de Puerto Rico falsamente alteró ochentaiun (sic) 
(81) recibos de pago. Consistente en que mientras 
GUSTAVO E. MALAVE VELEZ se desempeñaba 
como vendedor para la Federación de 
Asociaciones Pecuarias de Puerto Rico retuvo 
ilegalmente dinero que cobraba a sus clientes y 
no lo depositaba en la cuenta bancaria de su 
patrono, apropiándose así ilegalmente de 
aproximadamente $585,493.86 o una cantidad 
mayor de $1,000.00 que le fueran entregados a la 
mano producto de los pagos efectuados por 
distintas casas agrícolas y vaquerías a través de 
la isla para el saldo de sus respectivas deudas 
con la Federación de Asociaciones Pecuarias. 
Para encubrir sus acciones fraudulentas, GUSTAVO 
E. MALAVE VELEZ, entre otras, adjudicaba parte de 
los pagos recibidos a clientes distintos y por 
cantidades diferentes a las realmente recibidas al 
alterar y/o falsificar ochentaiun (sic) (81) recibos de 
pago que entregó a la Federación de Asociaciones 
Pecuarias como evidencia de los presuntos pagos 
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recibidos por sus clientes cuando efectuaba los 
depósitos correspondientes. 
 

5. Art. 219 (4to grado) del Código Penal de 2004 
(Caso criminal número ISCR201201555)  
 
El referido acusado, GUSTAVO E. MALAVE VELEZ, 
allá en o para las fechas del 25 de agosto de 2006 al 
26 de noviembre de 2007 y en Mayagüez Puerto 
Rico, que forma parte de la jurisdicción del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala de Mayagüez, ilegal, 
voluntaria y criminalmente y con intención de 
defraudar a la Federación de Asociaciones Pecuarias 
de Puerto Rico hizo en ochentaiun (sic) (81) 
recibos de pago declaraciones falsas 
concernientes a unos hechos de los cuales 
dichos documentos daban fe, y siendo las 
mismos documentos privados tuvieron efectos 
jurídico en perjuicio de la Federación de 
Asociaciones Pecuarias de Puerto Rico. 
Consistente en que mientras GUSTAVO E. 
MALAVE VELEZ se desempeñaba como vendedor 
para la Federación de Asociaciones Pecuarias de 
Puerto Rico retuvo ilegalmente dinero que 
cobraba a sus clientes y no lo depositaba en la 
cuenta bancaria de su patrono, apropiándose así 
ilegalmente de aproximadamente $585,493.86 o 
una cantidad mayor de $1,000.00 que le fueran 
entregados a la mano producto de los pagos 
efectuados por distintas casas agrícolas y 
vaquerías a través de la isla para el saldo de sus 
respectivas deudas con la Federación de 
Asociaciones Pecuarias. Para encubrir sus 
acciones fraudulentas, GUSTAVO E. MALAVE 
VELEZ, entre otras, adjudicaba parte de los pagos 
recibidos a clientes distintos y por cantidades 
diferentes a las realmente recibidas al alterar y/o 
falsificar ochentaiun (sic) (81) recibos de pago que 
entregó a la Federación de Asociaciones Pecuarias 
como evidencia de los presuntos pagos recibidos por 
sus clientes cuando efectuaba los depósitos 
correspondientes.  

 
6. Art. 220 (4to grado) del Código Penal de 2004  

(Caso criminal número ISCR201201556)  
 
El referido acusado, GUSTAVO E. MALAVE VELEZ, 
allá en o para las fechas del 25 de agosto de 2006 al 
26 de noviembre de 2007 y en Mayagüez Puerto 
Rico, que forma parte de la jurisdicción del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala de Mayagüez, ilegal, 
voluntaria y criminalmente y con intención de 
defraudar a la Federación de Asociaciones Pecuarias 
de Puerto Rico alteró ilegalmente los libros de 
contabilidad de la referida compañía al someter 
ochentaiun (sic) (81) recibos de pago alterados 
y/o falsificados como evidencia para sustentar 
sus depósitos y encubrir sus acciones ilegales. 
Consistente en que mientras  GUSTAVO E. 
MALAVE VELEZ se desempeñaba como vendedor 
para la Federación de Asociaciones Pecuarias de 
Puerto Rico retuvo ilegalmente dinero que 
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cobraba a sus clientes y no lo depositaba en la 
cuenta bancaria de su patrono apropiándose así 
ilegalmente de aproximadamente $585,493.86 o 
una cantidad mayor de $1,000.00 que le fueran 
entregados a la mano producto de los pagos 
efectuados por distintas casas agrícolas y 
vaquerías a través de la isla para el saldo de sus 
respectivas deudas con la Federación de 
Asociaciones Pecuarias. Para encubrir sus 
acciones fraudulentas, GUSTAVO E. MALAVE 
VELEZ, entre otras, adjudicaba parte de los pagos 
recibidos a clientes distintos y por cantidades 
diferentes a los recibidos de pago que entregÓ a la 
Federación de Asociaciones Pecuarias como 
evidencia de los presuntos pagos recibidos por sus  
clientes cuando efectuaba los depósitos 
correspondientes.(Énfasis nuestro.)2   

 
Luego de los trámites de rigor y por conducto de su representante 

legal, el 30 de mayo de 2013, el recurrido renunció a su derecho a juicio 

por jurado e hizo una alegación de culpabilidad por infracción a los 

Artículos 224, 210, 218, 219 y 220 del Código Penal, según imputados, 

sujeto a que se reclasificara la infracción al Art. 193 (tercer grado) del 

Código Penal por la modalidad de cuarto grado en el mismo delito, con 

una recomendación de pena de tres (3) años de libertad a prueba sujeto 

a una restitución de $250,000 como condición de la libertad a 

prueba, y sin pena especial.3 Llamado el caso para Vista de Dictar 

Sentencia y con el beneficio de un informe pre-sentencia, el 12 de agosto 

de 2013, el TPI dictó sentencia conforme a lo acordado por las partes.4  

El 8 de julio de 2016 se presentó por el  Ministerio Público ante el 

TPI una Moción solicitando determinación de causa probable para creer 

que el probando violó las condiciones de la probatoria y para que se dé 

inicio al trámite de su revocación final.5 En esta se informó que el 

recurrido ha incumplido de forma crasa con la condición de 

restitución que fuera impuesta en la sentencia suspendida pues solo 

se ha consignado en el Tribunal la cantidad de $5,235.00 y tiene 

pendiente un balance de $244,764.00, que no ha justificado ese 

incumplimiento y que el término de tres años de probatoria se culmina 

                                                 
2
 Apéndice del recurso, Anejos I al VI, págs. 1-12. 

3
 Apéndice del recurso, Anejos VII  y VIII, págs. 13-16. 

4
 Apéndice del recurso, Anejos IX y  X, págs. 17-19. 

5
 Apéndice del recurso, Anejo XI, págs. 20-29. 
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el 12 de agosto de 2016. Por tanto, se solicitó la celebración de una 

Vista Sumaria Inicial en la que se determinara sobre la existencia de 

causa probable para creer que el probando violó las condiciones de 

la libertad a prueba. 

Además, el Ministerio Público reclamó en su escrito que el 

incumplimiento del Sr. Malavé Vélez con la condición del pago de la 

pena de restitución ha sido uno voluntario e intencional, y que el 

recurrido no ha evidenciado ausencia de recursos, y más bien, 

teniendo capacidad para cumplir, no lo ha hecho. También expuso 

que según surge del Informe preparado por la Técnico de Servicios Socio 

Penales, señora Mayra Medina del Pilar, quien tiene a cargo la 

supervisión del recurrido, este no ha evidenciado las gestiones de 

empleo que ha efectuado, ni las gestiones para obtener préstamos; 

tampoco, luego de las gestiones realizadas por la Federación de 

Industrias Pecuarias encaminadas a lograr el cumplimiento de la 

condición de restitución, el Sr. Malavé Velez no ha realizado gestión 

alguna para el fiel cumplimiento de la condición de restitución. 

Finalmente, se expone en la referida moción del Ministerio Público que en 

la vista de 1 de abril de 2015 el foro recurrido ordenó a los abogados del 

convicto que hicieran acercamientos con la parte perjudicada para buscar 

una solución al asunto, pero que eso tampoco ocurrió. 

El 13 de julio de 2016, el TPI emitió una Resolución y Orden 

mediante la cual denegó la solicitud del Ministerio Público y dispuso lo 

siguiente: “Inicie el Ministerio Público un proceso de revocación de 

probatoria conforme a las Reglas de Procedimiento Criminal.”6  

Inconforme con dicha determinación, el 19 de julio de 2016, el 

Ministerio Público presentó una Moción solicitando reconsideración de 

resolución y orden para celebrar una vista.7 En esta moción argumentó 

que la moción radicada originalmente dio inicio al proceso de revocación 

de la libertad a prueba conforme lo exige nuestro ordenamiento jurídico 

                                                 
6
 Apéndice del recurso, Anejo XII, pág. 30. 

7
 Apéndice del recurso, Anejo XIII, págs. 31-32. 
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en la Ley de Sentencia Suspendida y Libertad a Prueba, Ley Núm. 259 

del 3 de abril de 1946, según enmendada, 34 L.P.R.A. 102[7]. Además, 

solicitó nuevamente con carácter de urgencia la celebración de una Vista 

Sumaria Ex parte, o la celebración de una Vista Sumaria Inicial. El TPI 

emitió y notificó el 20 de julio de 2016 una resolución mediante la cual 

declaró no ha lugar la solicitud del Ministerio Público.8  

Aún inconforme, el Pueblo de Puerto Rico, por conducto de la 

Oficina de la Procuradora General, presentó el recurso de certiorari ante 

nosotros con los siguientes señalamientos de error: 

Primer error 
Cometió un craso error de derecho el Honorable Tribunal de 
Primera Instancia al denegar la solicitud del Ministerio 
Público para que se celebrara una vista, conforme a la Ley 
de Sentencia Suspendida y Libertad a Prueba, Ley Núm. 
259 del 3 de abril de 1946, según enmendada, para 
determinar violación a las condiciones de la probatoria del 
probando. 
 
Segundo error 
Cometió un craso error de derecho el Honorable Tribunal de 
Primera Instancia al ordenar al Ministerio Público a iniciar un 
proceso de revocación de probatoria conforme a las Reglas 
de Procedimiento Civil.  
 
Conjuntamente con el recurso de certiorari, se presentó una 

oportuna Moción urgente solicitando orden en auxilio de jurisdicción, por 

lo que concedimos hasta el 10 de agosto de 2016 a la parte recurrida 

para expresarse sobre el recurso. El 10 de agosto de 2016, el recurrido 

presentó, por conducto de su representación legal, una Moción en 

oposición a solicitud de certiorari. Con el beneficio de los escritos de 

ambas partes, resolvemos. 

II 

A. Auto de Certiorari 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece 

los siete criterios que el tribunal tomará en consideración al determinar la 

expedición de un auto de certiorari. Estos son:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

                                                 
8
 Apéndice del recurso, Anejo XIV, págs. 33-34. 



 
 

 
KLCE201601483                                         
 

 

8 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 
 
La Regla 40, supra, le concede discreción a este Tribunal de 

Apelaciones para determinar si expide un auto de certiorari. Es 

norma reiterada que los foros apelativos no deben intervenir con las 

determinaciones de los tribunales de instancia, “salvo que se demuestre 

que hubo un craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó con 

prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o aplicación 

de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que [la] 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial”. Lluch v. España 

Service Sta., 117 D.P.R. 729, 745 (1986).  

Por tanto, la discreción judicial “no se da en un vacío ni en 

ausencia de otros parámetros”, sino que el tribunal revisor debe ceñirse a 

los criterios antes transcritos. Si luego de evaluar los referidos criterios, el 

tribunal no expide el recurso, el tribunal puede fundamentar su 

determinación de no expedir, mas no tiene obligación de hacerlo. Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011).  

B. Sentencia suspendida 

La Ley de Sentencia Suspendida y Libertad a Prueba, Ley 259 -

1946, según enmendada (Ley 259), permite la suspensión por el foro 

sentenciador de los efectos de una sentencia de reclusión, sujeto al 

cumplimiento de las condiciones de libertad a prueba que se impongan en 

la sentencia suspendida. La concesión de una sentencia suspendida es 

discrecional, sin que se haga de forma arbitraria. Vázquez v. Caraballo, 

114 D.P.R. 272, 275 (1983).  



 
 
 
KLCE201601483    

 

9 

El Art. 2 de la  Ley 259  dispone que el TPI “podrá, a su discreción, 

además de poner a prueba a la persona sentenciada, imponer una multa 

cuya cuantía quedará a discreción del tribunal; disponiéndose, además, 

que la persona puesta a prueba podrá ser requerida para que, mientras 

estuviere en libertad a prueba, resarza a la parte perjudicada de los 

daños que le hubiere ocasionado o para que asuma la obligación de 

corregir el mal causado por su acto delictivo.” (Énfasis nuestro.) Vázquez 

v. Caraballo, supra, pág. 276; 34 L.P.R.A. sec. 1027. Es decir, la 

restitución es una de las condiciones que pueden ser incluidas en una 

sentencia suspendida. Por tanto, cuando un probando incumple con la 

condición de restitución y “no demuestra su falta de recursos o si por el 

contrario se prueba que tenía los medios para cumplir y que aun así no lo 

ha hecho, entonces ha de entenderse que la violación es intencional y 

procede la revocación de la probatoria.” Vázquez v. Caraballo, supra, pág. 

279. 

El Art. 4 de la Ley 259 dispone sobre los procedimientos de Vista 

Ex parte y de Vista Sumaria Inicial para que el TPI determine si debe 

revocarse  una sentencia suspendida como sigue: 

[…] 

 

Si el Departamento de Corrección y Rehabilitación o el 

Ministerio Fiscal interesaran obtener la revocación de la 

libertad a prueba y por ende el arresto y encarcelamiento de 

algún probando, se seguirá el siguiente procedimiento: 

 

(a) Trámite preliminar.- Los oficiales correccionales podrán 

gestionar, por sí o en coordinación con las autoridades del 

orden público, el arresto inmediato de aquellos probandos 

con respecto a los cuales tengan motivos fundados para 

creer que han violentado las condiciones impuestas para la 

libertad a prueba. El probando arrestado deberá ser llevado 

ante la presencia de un magistrado para celebrar la vista 

sumaria inicial, sin demora innecesaria, en un plazo que no 

deberá exceder el término de treinta y seis (36) horas desde 

que fuere arrestado. El oficial deberá certificar al Magistrado 

las diligencias realizadas para presentar, sin demora 

innecesaria, a la persona arrestada ante un magistrado. 

Como parte del arresto, el técnico socio penal u oficial 
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encargado de la institución o programa que está a cargo de 

la rehabilitación del probando, preparará un informe donde 

detallará las alegadas violaciones a las condiciones de la 

probatoria. Dicho informe deberá ser parte de la evidencia 

que se presente al magistrado que celebrará la vista 

sumaria inicial. El arresto deberá ser notificado de inmediato 

al Ministerio Público. 

 

El Ministerio Público también podrá gestionar, en 

coordinación con las autoridades del orden público o con los 

oficiales correccionales, el arresto inmediato de aquellos 

probando[s] con respecto a los cuales tengan motivos 

fundados para creer que han violentado las condiciones 

impuestas para la libertad a prueba. En tal caso se seguirá 

el procedimiento antes señalado. 

 

No obstante, en caso de que el Ministerio Público desee que 

se celebre una vista ex parte podrá solicitarle al tribunal la 

celebración de la misma. A solicitud del Ministerio Público el 

tribunal deberá realizar la vista ex parte para evaluar si 

existe causa probable para creer que el probando ha violado 

las condiciones impuestas para la libertad a prueba. La vista 

ex parte deberá ser celebrada en un periodo de veinticuatro 

(24) horas luego de haber sido solicitada. La solicitud sobre 

revocación de la libertad a prueba se hará ante cualquier 

magistrado del Tribunal de Primera Instancia o Juez 

Municipal. 

 

(b) Celebración de vista sumaria inicial.- En la vista sumaria 

inicial el magistrado determinará si procede o no la 

revocación provisional de la probatoria y continuación del 

encarcelamiento del probando hasta la celebración de la 

vista final, e impondrá la fianza que considere pertinente, si 

alguna, de acuerdo a las circunstancias del caso. El 

probando tendrá la oportunidad de ser oído y presentar 

prueba a su favor. Podrá, a su vez, confrontar al técnico 

socio penal promovente o al oficial o encargado de la 

institución o programa que esté a cargo de la rehabilitación 

del probando que presentó el informe al tribunal y a los 

testigos adversos disponibles en esta etapa. El tribunal 

decidirá, caso a caso, la necesidad de mantener en el 

anonimato, por razón de seguridad personal, a las personas 

entrevistadas por el técnico socio penal o el oficial o 

encargado de la institución o programa para fines de su 

informe. El peso de la prueba corresponderá al Ministerio 

Público. 
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La vista será de carácter informal y las Reglas de Evidencia 

sólo serán aplicables flexiblemente de modo que no 

desnaturalicen u obstaculicen el procedimiento. Las Reglas 

de Procedimiento Criminal regirán en la medida en que no 

sean incompatibles con la naturaleza sumaria e informal de 

la vista. El juez hará por escrito una relación sucinta de los 

procedimientos y de su decisión de la cual serán notificados 

el probando y el Ministerio Público. El probando podrá estar 

asistido por abogado. 

 

[…] 34 L.P.R.A. sec. 1029. 

 
III 

Se expone en el recurso ante nosotros que el TPI cometió un craso 

error de derecho al denegar la solicitud del Ministerio Público para que se 

celebrara una vista, conforme a la Ley de Sentencia Suspendida y 

Libertad a Prueba, Ley Núm. 259 del 3 de abril de 1946, según 

enmendada, para determinar violación a las condiciones de la probatoria 

del probando, y limitarse a ordenar al Ministerio Público a iniciar un 

proceso de revocación de probatoria conforme a las Reglas de 

Procedimiento Civil. En el ejercicio de nuestra discreción bajo lo dispuesto 

en la Regla 40 de nuestro Reglamento, se expide el recurso de certiorari. 

Luego de un análisis cuidadoso de los planteamientos de ambas 

partes y con el beneficio de los documentos sometidos en el apéndice del 

recurso, resolvemos que el TPI erró al no celebrar la Vista Ex parte o la 

Vista Sumaria Inicial solicitada por el Ministerio Público a los fines de 

recibir prueba sobre el incumplimiento del probando con la restitución. 

Resolvemos que el Pueblo cumplió con presentar una moción 

fundamentada bajo la norma de Vázquez v. Caraballo, supra, al foro 

recurrido sobre los hechos de su reclamo de incumplimiento del recurrido 

con la restitución incluida entre las condiciones de la sentencia 

suspendida a los fines de poner en condiciones a ese foro de celebrar 

una vista que adjudique si existe causa para creer que debe revocarse la 

probatoria, y esta es la etapa propicia para nuestra intervención a los 
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fines de evitar un fracaso de la justicia. Por tanto, procede la revocación 

de la resolución recurrida y la celebración de la Vista Sumaria Inicial. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos se expide el auto de 

certiorari, se revoca la Resolución y Orden del 13 de julio de 2016, y se 

ordena al TPI que celebre el viernes 12 de agosto de 2016 la Vista 

Sumaria Inicial a los fines de adjudicar sobre el reclamo de 

incumplimiento con la restitución y si existe causa para creer que debe 

revocarse la probatoria. 

Adelántese inmediatamente por correo electrónico a las partes y al 

Tribunal de Primera Instancia, Hon. María I. Negrón García, Salón de 

Sesiones 202 y notifíquese inmediatamente por correo ordinario. 

El Juez Luis Roberto Piñero González, disiente sin voto escrito. En 

su lugar hubiera denegado la Petición de Certiorari de título, por entender 

que la resolución recurrida, a la luz de los hechos particulares del caso, 

es correcta en derecho.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


